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1. La participación ciudadana.
      El principio de participación política democrática desempeña un rol de relevancia en el sistema internacional de protección de los derechos humanos que surge a posteriori de la II Guerra Mundial. Según el Art. 21 de la Declaración Universal de Derechos Humanos “Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libremente escogidos”; en tanto que según el Art. XX de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, “Toda persona, legalmente capacitada, tiene el derecho de tomar parte en el gobierno de su país, directamente o por medio de sus representantes, …”. A su turno, el Art. 23.1.a de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que “todos los ciudadanos deben gozar del derecho de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos”, fórmula que también contiene el Art. 25.a del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
      Como consecuencia de la participación electoral los gobiernos surgen como resultado de los comicios en los que periódicamente el pueblo elige a través del sufragio universal a sus representantes. De esta forma funciona la democracia representativa o indirecta, sistema que por diversas causas –desconfianza en los partidos políticos, falta de transparencia en la gestión pública, ausencia o insuficiencia de rendición de cuentas de los funcionarios- sufre una crisis ya de larga data en todos los niveles estatales. Por ello en diversas latitudes se vienen intentando otros canales, otros mecanismos de participación más directa en procesos concretos vinculados a los asuntos públicos de la comunidad de la que forma parte el ciudadano. Y si bien por la complejidad de las sociedades contemporáneas, algún grado de representación política y delegación es inevitable, el espacio local se presenta como el más favorable para la articulación entre democracia representativa y participativa. 

2. La participación ciudadana en el ámbito local.
      La participación ciudadana aumenta en la medida en que disminuye el tamaño de la comunidad política (Sartori, 1988). Es innegable que por la proximidad territorial y personal que caracteriza al municipio, en él se posibilita una mayor y más espontánea participación de sus vecinos en la decisión de los asuntos públicos (Sabsay y Tarak, 1995). Es en ese ámbito donde más dinámicas participativas deben generarse e impulsarse facilitando a los vecinos, mediante diversos mecanismos institucionales, oportunidades de discusión, opinión y decisión en torno a las cuestiones de su vida cotidiana, favoreciéndose así el control de la ciudadanía sobre el gobierno. Según la Agenda Municipal Latinoamericana, iniciativa de desarrollada por la Federación Latinoamericana de Ciudades, Municipios y Asociaciones, “los gobiernos locales son una escuela abierta de civismo y democracia al ser la representación más cercana que tienen los ciudadanos  de su intereses y aspiraciones”. 

      En la Declaración Final del Congreso Fundador de “Ciudades y Gobiernos Locales Unidos” los Alcaldes, Líderes y Representantes de las ciudades y gobiernos locales del mundo, de pequeñas, medianas y grandes ciudades, metrópolis y regiones, reunidos el 5 de Mayo de 2004 en Paris, Francia, al crear la Organización Mundial Unificada de Gobiernos Locales se fijaron el compromiso genérico de “promover la participación” (Punto 21) y el más específico de “profundizar la participación ciudadana en los niveles de decisión local” (Punto 46). Pero aún más concretamente, en relación a la profundización de la democracia local, sostuvieron que “En un mundo globalizado, las decisiones públicas son cada vez más complejas y sus consecuencias tienen mayor impacto. Ampliar la participación es una exigencia ciudadana y un medio para recuperar la legitimidad necesaria y reforzar los lazos sociales. El desarrollo de nuevas formas de participación en diferentes regiones del mundo (consejos barriales, e-democracia, presupuesto participativo) son algunas expresiones de este fenómeno” (Punto 36). A su turno, la Federación Latinoamericana de Ciudades, Municipios y Asociaciones de Gobiernos Locales reunidos en ocasión del I Congreso Latinoamericano de Ciudades y Gobiernos Locales en Abril de 2004 en Santa Cruz de la Sierra, Bolivia, produjo una Declaración en la que se comprometen a “Desarrollar políticas y mecanismos que promuevan y faciliten procesos de participación ciudadana en la gestión del gobierno local …”
      Hoy día más de un centenar de municipios de nuestro país han dictado su carta orgánica. El respeto por la supremacía federal que imponen –entre otras normas- los Arts. 5, 31 y 123 de la Constitución Nacional, y que los obliga a asegurar –como regla- el sistema representativo no ha sido óbice para que, en ejercicio del poder constituyente de tercer grado, lo complementen y mejoren con segmentos de democracia participativa (así, las cartas orgánicas de Ushuaia; Arts. 1,7, 41, 224; Puerto Madryn, Arts. 8 y 25; El Bolsón, Art. 4; Cipolletti, Art. 2; Río Cuarto, Arts. 2 y 4; Fray Mamerto Esquiú –Catamarca-, Art. 3; Leandro N. Alem –Misiones-, Art. 3; Posadas, Art. 1; Metán –Salta-, Art 1). En varias de esas normas supremas locales se incluye a la participación entre los fines del Preámbulo (cartas orgánicas de Ushuaia, Puerto Madryn, Bariloche, Cipolletti, Río Cuarto, Bell Ville, Santo Tomé –Corrientes-, Resistencia, Leandro N. Alem –Misiones-, Posadas, Embarcación –Salta-, Metán –Salta-, San Salvador de Jujuy), como derecho de los vecinos (cartas orgánicas de Ushuaia, Art. 28; Bell Ville, Art. 9; Laboulaye, Art. 12;  Fray Mamerto Esquiú –Catamarca-, Art. 28; Santiago del Estero, Art. 150; Resistencia, Art. 14; Leandro N. Alem –Misiones-, Art. 12.a; Montecarlo –Misiones-, Art. 3; Posadas, Arts. 19 y 31; San Salvador de Jujuy, Art. 92) o como deber de los mismos (cartas orgánicas de Puerto Madryn, Art. 10; Río Cuarto, Art. 16; Resistencia, Art. 16; Leandro N. Alem –Misiones-, Art. 13.d; Posadas, Art. 31; San Salvador de Jujuy, Art. 92). En otros textos aparece como deber del municipio promover la participación de los vecinos en los asuntos de incumbencia municipal (cartas orgánicas de Ushuaia, Arts. 36, 37.16, 37.17 y 256; Puerto Madryn, Arts. 14.9, 28, 43 y 204; El Bolsón, Arts. 7, 12 y 121; General Roca –Río Negro-, Art. 7;  Cipolletti, Art. 8.a, i, k y Art. 90.h; Río Cuarto, Arts. 7, 28, 29, 31, 36, 40, 41, 45, 174, 176 y 212; Laboulaye, Art. 16; Fray Mamerto Esquiú –Catamarca-, Arts. 12, 24 y 187; Santo Tome –Corrientes-, Arts. 7, 191,199, 203 y 219; Resistencia, Arts. 9 y 73; Montecarlo –Misiones-, Arts. 12.24, 198.g, 219.b, 262, 265, 281 y 300; Posadas, Arts. 11, 50, 54 y 57; Embarcación,  Art. 30.b.2.d; Metán, Art. 91; San Salvador de Jujuy, Art. 13 y 80) en tanto que en otros se reconoce esa participación de los vecinos en los asuntos de interés general (cartas orgánicas de Ushuaia, Arts. 50, 53, 58, 66, 70, 71, 76, 78, 83, 90 y 107); General Roca, Art. 6; Fray Mamerto Esquiú –Catamarca-, Arts.   20, 37, 44, 49, 58 y 77; Resistencia, Arts. 50, 51, 75 y 77; Santiago del Estero, Arts. 13, 14 y 48; Leandro N. Alem –Misiones-, Art. 14.h; Montecarlo –Misiones-, Art. 5.g; Metán –Salta-, Arts. 8, 86, 108 y 114; San Salvador de Jujuy, Arts. 136 y 143 a 146).
      De entre todos instrumentos que permiten vehiculizar esta participación vecinal seleccionamos dos, el presupuesto participativo y la iniciativa popular, para discernir que rol le cabe al ciudadano en los procesos de toma de decisiones sobre el gasto público local a la luz de la normativa vigente en los municipios argentinos.
      3. Luces.
      3.1. El presupuesto participativo es un proceso a través del cual los ciudadanos se reúnen en asambleas públicas para establecer las prioridades presupuestarias anuales del gobierno local (Schneider y Goldfrank, 2002). La participación directa, voluntaria y universal de la población –a través del debate y la aprobación por parte de las vecinas y los vecinos de cada barrio que son quienes mejor conocen la realidad del lugar- define en coordinación con las autoridades gubernamentales la distribución de los recursos existentes -en lugar de que ello sea resorte exclusivo de los funcionarios municipales especializados- que serán ejecutados por el gobierno para la implementación de políticas sociales y la realización de obras de infraestructura que potencien el desarrollo local.
      Es un proceso innovador de gestión pública en el que los ciudadanos se involucran directamente en las decisiones político-institucionales constituyendo un espacio de aprendizaje de una nueva cultura política. Además tiende a revertir la exclusión de los sectores tradicionalmente marginalizados y promover la justicia social y la equidad; profundiza el sentimiento de pertenencia a una comunidad; hace más eficiente y transparente el manejo de los recursos posibilitando el control social presupuestario; mejora el diálogo entre el Estado Municipal y la ciudadanía fortaleciéndose los lazos comunitarios. 

      Introducido por la municipalidad de Porto Alegre (Estado de Río Grande do Sul, Brasil) en 1989, el éxito de las experiencias de más una década y media de “orçamento participativo” en decenas de municipalidades y estados con gobiernos del Partido de los Trabajadores (PT) hizo que este instrumento de democratización de la gestión de la Administración Pública y de construcción de ciudadanía llegara a otras ciudades de América Latina y Europa.

      En Argentina lo prevén varias cartas orgánicas dictadas en los últimos años: Resistencia -2000- (Arts. 197 a 199),  Leandro N. Alem -2001- (Art 47), Ushuaia – 2002- (Arts. 55 y 96), Fray Mamerto Esquiú -2004- (Art. 172), Esquel -2005- (Arts. 75 y 76), Río Grande -2006- (Art. 72) y Bariloche -2007- (Arts. 111 y 118). Por ordenanza fue incorporado en Río Cuarto y Rosario. En este última ciudad por Ordenanza 7326 de 2002 se estableció el presupuesto participativo, en el cual “la población de la ciudad a través del desarrollo de jornadas participativas, debate acerca de las prioridades presupuestarias por áreas temáticas” (Art. 2) con el objetivo de lograr que los vecinos se sientan comprometidos con los destinos de la ciudad; aportar un instrumento de control y planificación de la administración municipal; mejorar la disposición para cumplir con las normas tributarias; motivar la participación ciudadana en las tareas de gobierno de la ciudad; y consolidar un espacio institucional de participación” (Art. 3). En la carta orgánica de Resistencia se aclara que esta forma de participación ciudadana en todas las etapas que implica el presupuesto anual: “elaboración, definición, acompañamiento y control” del mismo. (Art. 198). 
       Para hacer más genuina esta forma de participación ciudadana es menester asegurar un efectivo acceso a la información. Por ello, resaltamos que a través de su carta orgánica el municipio de Río Grande se compromete a asegurar, en materia presupuestaria, además de la “participación en la formulación de metas y prioridades presupuestarias, los procedimientos para un adecuado contralor comunitario de la ejecución presupuestaria y la difusión del régimen participativo para la planificación presupuestaria, la generación, sistematización y libre acceso a la información pública de manera completa, veraz, adecuada y oportuna” (Art. 72) como necesario complemento al derecho que tienen todos los habitantes de “requerir y a recibir información pública en forma completa, veraz, adecuada y oportuna sobre el estado de los ingresos, gastos, disponibilidades, del balance sobre la ejecución del presupuesto, la ejecución de políticas municipales” (Art. 30). Con igual propósito, en Esquel, según la carta orgánica, el presupuesto, una vez promulgado y publicado en el Boletín Oficial Municipal, es publicado de inmediato “en la página web oficial del Municipio, debiendo contener la información sintética suficiente para permitir una rápida y veraz compresión general de sus previsiones y la analítica y necesaria para conocer la composición de cada rubro con razonable grado de detalle” (Art. 75). Por su parte, la carta orgánica de Bariloche prevé la realización de una audiencia pública que deberá desarrollarse antes de que el Concejo Deliberante apruebe el presupuesto y una vez aprobado deberá ponerse a disposición de la población en lugares adecuados del Municipio (Art.111); y la de Resistencia establece que el gobierno municipal debe “poner a disposición de los vecinos la información y los medios necesarios para el proceso y seguimiento de la ejecución presupuestaria” (Art. 199.4). Más significativa aún es la previsión que se realiza en la catamarqueña Fray Mamerto Esquiú pues, en virtud de su carta orgánica, la administración municipal debe implementar “procesos de concientización, capacitación y entrenamiento comunal y de las estructuras técnicas del Municipio, con el objetivo de contribuir a la formación vecinal en la participación de las definiciones y los controles presupuestarios” (Art. 172).
      3.2. La iniciativa popular propiamente dicha o propositiva consiste en una propuesta formal de un individuo, un grupo de ciudadanos o del electorado, de un texto normativo redactado o presentado en líneas generales, para que se someta a los electores en las urnas (directa) o sea aceptado por el órgano representativo competente (indirecta). Puede ser “simple” o “no formulada” (o “moción” en la terminología suiza) cuando consiste en la mera indicación general del objeto y el sentido de la norma que se desea y “formulada” cuando consiste en un verdadero proyecto articulado elaborado por los ciudadanos peticionantes (Linares Quintana, 1970). Es el instrumento más desarrollado de los mecanismos de democracia semidirecta pues funciona como un acicate, un aguijón que moviliza temas evitados por los representantes enriqueciendo la agenda pública con nuevas cuestiones. Ella hace perder el monopolio que habitualmente tienen aquéllos para decidir las materias objeto de discusión y decisión normativa. En el ámbito municipal implica que un porcentaje del electorado local puede solicitar al Concejo Deliberante la sanción o derogación de ordenanzas.
      Entre las constituciones de las provincias argentinas que han adoptado la democracia semidirecta para el ámbito municipal se distinguen tres modalidades:

· Constituciones que reconocen directamente en su texto la iniciativa popular en el nivel municipal: Corrientes, Art. 170; Misiones, Art. 165; Neuquén, Art. 198; Río Negro, Arts. 229 y 238; Salta, Art. 178; y San Luis, Art. 269.
· Constituciones que reconocen a los municipios la facultad de dictar la carta orgánica imponiéndoles la exigencia de la iniciativa popular: Catamarca, Art. 247.3; Córdoba, Art. 183.4; Chaco, Art. 204; Chubut, Art. 232; La Rioja, Art. 157.2; Río Negro, Art. 228; San Juan, Art. 251; Santa Cruz, Art. 145.4; y Santiago del Estero, Art. 221.
· Constituciones que exigen a las leyes orgánicas regular este mecanismo: Chaco, Art. 204; Chubut, Art. 232; Entre Ríos, Art. 193; Formosa, Art. 183; San Juan, Art. 251; y Santiago del Estero, Art. 221. 

4. Sombras.

      Así como la norma suprema federal (Art. 39 C.N.) y algunas constituciones locales (Córdoba, Salta, San Luis y Ciudad de Buenos Aires) enumeran entre las materias vedadas a la posibilidad de presentación de proyectos por vía de la iniciativa popular las cuestiones presupuestarias y/o tributarias, en sentido similar es bastante frecuente que las normas municipales también contengan ese obstáculo a la participación ciudadana. Así lo hacen las cartas orgánicas de Viedma, Art. 98; General Roca, Art. 92; Neuquén, Art. 75; Córdoba, Art. 143; Alta Gracia, Art. 88; Laboulaye, Art. 157; Tinogasta, Art. 203; Catamarca, Art. 177; Santiago del Estero, Art. 48.J.5; La Banda, Art. 99; Corrientes, Art. 133; Curuzú Cuatiá, Art. 201; Santo Tomé -Corrientes-, Art. 83; Posadas, Art. 32; Puerto Iguazú, Art. 207; El Dorado –Misiones-, Art. 12; Metán –Salta-, Art. 139; San Salvador de Jujuy, Art. 81. 
      Excluir de un modo vago todo lo relativo al presupuesto es casi una barrera infranqueable, pues siempre habrá implicancias más o menos directas sobre el presupuesto, aún en los problemas aparentemente más distantes. Su admisibilidad o no dependerá, entonces, del criterio más amplio o más estrecho que adopte el órgano fiscalizador, lo que lo torna un aspecto discrecional en demasía. Y en cuanto a la exclusión de los temas tributarios nos parece que contradice el principio que viene desde la Carta Magna de 1215 (non taxation without representation) y que fuera receptado en 1853 en el actual Artículo 52 C.N. que le otorga la iniciativa –y con ello, mayores posibilidades de imponer su posición- en el procedimiento legislativo de las leyes tributarias a la Cámara de Diputados de la Nación por ser el cuerpo que más genuinamente representa al pueblo.
      Esta injustificada desconfianza en el pueblo (Quiroga Lavie, Benedetti y Cenicacelaya, 2001) deviene además en una incoherencia normativa por cuanto por un lado se exalta el papel del soberano en la democracia pero por otro infundadamente se lo retacea (Sagüés, 1997). Incoherencia que es doblemente grave e incomprensible en el caso de ordenamientos jurídicos que, como hemos visto, por un lado postulan la participación ciudadana en materia presupuestaria y por otro, vedan a los ciudadanos la posibilidad de ser promotores del cambio normativo en ese campo. 
      En concreto, la carta orgánica de Ushuaia establece que le compete exclusivamente al Departamento Ejecutivo Municipal la elaboración del proyecto de ordenanza de Presupuesto de Gastos y Cálculo de Recursos (Art. 126). En igual sentido se pronuncian las cartas orgánicas de Fray Mamerto Esquiú (Art. 95), de Resistencia (Art. 148) y de la misionera Leandro N. Alem (Art. 76). A mayor precisión, la carta del citado municipio catamarqueño consigna que “los proyectos (de iniciativa popular) podrán referirse a cualquier asunto salvo”, entre otros, “presupuesto, que se trate de derogar las ordenanzas que establezcan tributos y todo otro asunto que importando un gasto no previsto en el Presupuesto, no disponga la asignación de los recursos correspondientes para su atención” (Art. 237). Una disposición semejante incluye la carta municipal de Leandro N. Alem (Art. 123). Por su parte, la carta orgánica de la capital chaqueña establece que “en ningún caso deberán plantearse por esta vía cuestiones atinentes a tributos, presupuesto, …” (Art. 233). Mientras, la barilochense precisa que el “electorado, ejerciendo el derecho de iniciativa popular, tiene la facultad de solicitar al Concejo Municipal la sanción o derogación de ordenanzas o resoluciones sobre cualquier asunto de competencia municipal, siempre que no importe la reforma de esta carta orgánica, la derogación de tasas, derechos, aranceles, contribuciones o gravámenes, o disponga la ejecución de gastos no previstos en el presupuesto, sin arbitrar los recursos correspondientes a su atención” (Art. 161). También veda al pueblo la posibilidad de presentar proyectos de ordenanza en cuestiones presupuestarias y tributarias la carta orgánica de Río Cuarto (Art. 74) y Río Grande (Art. 163). De los casos estudiados, la mejor fórmula la encontramos la carta orgánica de Esquel, la única que felizmente no contiene esta prohibición –ni, por cierto, ningún otro límite material- respecto a la iniciativa popular (Art. 78).
      Aunque extremadamente innovadoras, las experiencias de presupuesto participativo e iniciativa popular son todavía muy limitadas en nuestro país. Para que no sean una mera receta ni una nueva moda política es necesario, además de una sociedad civil activa, una Administración verdaderamente decidida a facilitar la participación ciudadana decisoria cediendo porciones de poder (Scheibler, 2002). De lo contrario, una vez más, se estará poniendo en práctica ese conocido lema “tú participas, yo participo, nosotros participamos, yo decido”.
      5. Conclusión. 
      El ámbito local es el espacio más idóneo para la participación ciudadana por ser el municipio el orden de la administración más próximo al ciudadano. Allí es donde es más significativo abrir cauces democráticos para que la población discuta y codecida la orientación de las políticas locales. 

      El presupuesto participativo y la iniciativa popular son dos mecanismos que favorecen la implicación del vecino en la gestión comunal. No son un fin en sí mismos, sino valiosos instrumentos que permiten fortalecer la democracia municipal sobre todo en países con altos niveles de autoritarismo, de clientelismo, de corrupción, de mal uso de los recursos públicos, de falta de credibilidad en los representantes. 
      Facilitar y promover tanto su desarrollo normativo cuanto su práctica debe ser un compromiso político irrenunciable en pos de una gobernabilidad más democrática.
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